
EFECTIVIDAD DE LA LEY DE GARANTÍAS ELECTORALES 996 DE 2005 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

LIZETH MENDOZA 

 

 

 

 

 

Asesora: 

ALEJANDRA CERÓN 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA 

ESPECIALIZACIÓN EN FINANZAS Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

BOGOTÁ D.C. 

2014 



Efectividad de la Ley de Garantías Electorales 996 de 2005 – Lizeth Paola Mendoza Villa 2 
 

 

EFECTIVIDAD DE LA LEY DE GARANTÍAS ELECTORALES 996 DE 2005 

 

Lizeth Paola Mendoza Villa 

 

Resumen 

 

El presente ensayo tiene por finalidad realizar una interpretación sobre la funcionalidad 

de la ley estatutaria de garantías electorales expedida en el año 2005, la cual, surgió 

como necesidad de igualdad en el establecimiento de  condiciones en periodos de 

elección presidencial, en el evento que el presidente de la república pretenda ser 

nuevamente elegido por un segundo periodo consecutivo o en su defecto el 

vicepresidente en el caso que el presidente no aspire a la reelección y aquel se postule. 

Sin embargo en la ley 996 de 2005 se fijan parámetros legales de aplicabilidad entre 

otros los topes para las campañas políticas, medios de comunicación, prohibición para 

la suscripción de convenios interadministrativos, manejo de nómina y de contratación, 

durante los cuatro meses anteriores a las elecciones presidenciales y hasta la 

realización de la segunda vuelta, si a ello hubiera lugar, lo cual se fundamenta en la 

búsqueda de la equilibrio de poderes, la promoción de la competencia. En esta medida, 

su propósito es que esta regulación se convierta en una normativa útil y eficiente. No 

obstante, a través de la ejecución de esta disposición legal, se ha generado diferentes 

controversias expresadas en términos del control en la contratación directa, la 

confusión que crea en la interpretación de los actos como jefe de estado o como 

candidato presidencial, los impedimentos del presidente que aspira a la reelección y el 

manejo de los dineros públicos en las campañas electorales.   

Palabras clave: Democracia, igualdad electoral, ley estatutaria, clientelismo, periodo 

preelectoral. 
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Abstract 

 

This essay is to make an interpretation about the functionality of the statutory law of 

electoral guarantees, established in 2005, which emerged as a need for equality in the 

establishment of conditions in periods of presidential election, when the President seeks 

to be re-elected for a second consecutive period or the Vice President if the President 

does not go to the re-election and this one is postulated. However the law 996 of 2005, 

legal parameters are fixed, among other bumps for political campaigns, media, ban for 

subscription of inter-administrative agreements , handling payments and hiring process 

during the four months before the elections and until the completion of the second 

round, if it had instead, which is based on finding the balance of power , promotion of 

competition. To this extent, it is intended that this regulation will become a useful and 

efficient regulations. However, through the implementation of this statutory provision, 

has generated various controversies expressed in terms of the control in direct 

contracting by confusion in interpreting acts as head of state or as a presidential 

candidate, impediments president who aspires to reelection and management of public 

funds in election campaigns . 

 

Keywords: Democracy, electoral equality, statutory law, patronage, pre-election period, 

proselytism. 
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Introducción 

 

El sistema electoral colombiano ha tenido su evolución desde los regímenes netamente 

presidencialistas que se conformaron con posterioridad a la disolución de la gran 

Colombia a finales de la tercera década del siglo  XlX, seguidos por la instauración de 

los regímenes radicales liberales y finalmente con la restauración de la unión con la 

expedición de la constitución de 1886, en la cual, en un principio se optaba por el voto 

censitario, es decir la población que contara con ciertas características de género, edad 

y el goce u usufructo de un bien; el cual tuvo finalmente la consolidación del voto para 

la población masculina, hasta la reforma constitucional de 1954 en donde se  reconoció 

por unanimidad los derechos políticos de la mujer mediante el acto legislativo número 3 

de la de agosto 25 de 1954. 

A partir de este momento, el derecho electoral colombiano tuvo una evolución 

legal, Constitucional y sociológica, donde lo que se pretendió en un principio, basado 

en la garantía de las instituciones democráticas, paulatinamente degeneró en 

fenómenos de clientelismo, abuso de poder de los partidos gobernantes, desviación de 

dineros públicos, favorecimiento de nominaciones estatales (nombramientos en 

situaciones administrativas), fenómenos contractuales ilegales como la celebración 

indebida de contratos o el interés indebido en la celebración de contratos, manifestados 

a razón de la desigualdad social, los intereses socio-económicos de los 

enfrentamientos de los partidos políticos, la diversidad cultural, la concentración del 

ingreso, las diferencias en las clases económicas, la creación de los movimientos 

radicales implicando una obstaculización del desarrollo y sumado a esto, el producto de 

la corrupción política que se refleja a través del aprovechamiento de una situación 

precaria material y política del clientelismo que busca un beneficio en la manipulación 

de la lealtad y de la participación democrática. 

Pese a que el derecho punitivo del Estado representado en el derecho 

disciplinario administrativo y en el derecho penal, regula estos aspectos a fin de que no 
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se presenten circunstancias que violen el principio de igualdad que prescribe el Artículo 

13 de la Constitución Política en materia electoral, para lo cual el poder legislativo 

inicialmente facultó al ejecutivo en la expedición del Código Electoral Colombiano, 

mediante Decreto 2241 de 1986, estatuido a su vez en la Reforma constitucional del 

mismo año, norma en la cual se estableció como objeto de regulación perfeccionar el 

proceso y la organización electorales para asegurar que las votaciones traduzcan la 

expresión libre, espontánea y auténtica de los ciudadanos y que los escrutinios sean 

reflejo exacto de los resultados de la voluntad del elector expresada en las urnas, lo 

cual al final no se vio garantizado dada la desigualdad que se presenta entre los 

partidos políticos u organizaciones políticas que ostentan el poder y aquellas que en un 

determinado momento histórico ejercen la oposición. 

La necesidad de la reelección presidencial en Colombia en el Año de 2004 

surgió por la demanda ciudadana por una necesidad de fortalecimiento de la 

democracia representativa y la evidencia del caudillismo, atado a una situación de 

apertura económica, debilidad de partidos políticos, conflicto armado, desplazamiento 

forzado, secuestros de líderes políticos y un régimen de seguridad democrática, entre 

otros. Estas condiciones implicaron como estrategia una alternativa de la figura de la 

reelección presidencial que constitucionalmente había sido prohibida para priorizar la 

democracia y evitar que se generase una monarquía o autocracia, y sin embargo al 

gestar esta posibilidad de elegir nuevamente a una persona,  implicó incorporar una ley 

para garantizar la igualdad de oportunidades presidenciales en los procesos 

electorales, además de evitar cualquier ventaja injustificada o el uso irregular de los 

recursos en periodo de campaña. 

Este argumento, se vio reforzado mediante la aprobación del acto legislativo 02 

de 2004, el cual modificó los artículos 127, 152, 197 y 204 de la Constitución Política de 

Colombia, mediante el cual se autorizó la reelección presidencial en Colombia para un 

nuevo periodo mediante el fallo emitido por la Corte Constitucional el 19 de octubre de 

2005, así mismo permitió la reelección del Vicepresidente de la República y lo prohíbe 

de ser candidato presidencial las veces en que el Presidente de la República se 

postule. De acuerdo a la exposición de motivos de la ley 996 de 2005, cuyo objetivo fue 
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el de regular la igualdad electoral entre los candidatos a la presidencia en periodo de 

campaña presidencial, se dan presuntamente las garantías a la oposición, la 

participación en política de servidores públicos, el derecho al uso equitativo de los 

medios de comunicación, la financiación preponderantemente estatal de las campañas, 

el derecho de réplica en condiciones de equidad cuando el Presidente o el 

Vicepresidente de la República sea candidato y normas sobre inhabilidades para 

candidatos a la Presidencia de la República. Entre las prohibiciones del Presidente o 

del Vicepresidente, en el evento en el cual se postule a ser reelegido, tendrá como 

limitante cuatro (4) meses anteriores a las elecciones asistir a la inauguración de obras 

públicas, entregar personalmente subsidios o donaciones al estado, referirse a los 

demás candidatos o movimientos políticos en sus presentaciones públicas oficiales, 

utilizar su foto en la publicidad del gobierno, emplear bienes del estado o canales 

institucionales para la publicidad de su campaña, entre otros. Adicionalmente, deben 

mostrar el interés de presentarse como candidatos dentro de seis  (6) meses antes a 

las elecciones y adicionalmente, no se podrá incrementar  el gasto destinado a la  

publicidad estatal en los medios de comunicaciones en un porcentaje mayor al IPC del 

periodo anterior.  

 Cuatro (4) meses anteriores a la realización de las elecciones presidenciales, 

entra en vigencia de la Ley de Garantías, donde quedará congelada la nómina estatal, 

la contratación directa entre ella la contratación de prestación de servicios y la 

prohibición recontratar directamente (en el marco del Estatuto General de la 

Contratación Administrativa constituido por las leyes 80 de 1993, 1150 de 2007 y el 

Decreto 1510 de 2013), a todos los entes del Estado tanto a nivel nacional como a nivel 

territorial, a excepción de los gastos requeridos para la defensa y seguridad del estado, 

contratos de crédito público para cubrir emergencias educativas, sanitarias, desastres, 

infraestructura vial energética y de comunicaciones, entre otras disposiciones, estando 

permitidos los procedimientos previstos por licitación pública y el concurso de méritos. 

 La democracia promueve la igualdad ante la ley a través de la democracia 

participativa y representativa consagrada las dos en la constitución Política de 1991, y 

la libertad de un país, sin embargo, a través de la historia se ha evidenciado un 
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entorpecimiento en los fines burocráticos, en la preferencia de los intereses particulares 

y el abuso del poder de la rama ejecutiva que se ha llevado a cabo mediante las 

reformas políticas aprobadas por el congreso de la república, entre las cuales se puede 

enunciar la modificación a la Constitución Política de 1991 con el fin avalar la 

reelección inmediata presidencial, de lo cual generó dos tipos de planteamientos:  

Se podría concebir una dictadura y/o el rompimiento de la autonomía del estado 

presidencialista. 

1. Defendería la posibilidad de contribuir al desarrollo del país a largo plazo, 

un equilibrio social y mayor estabilidad institucional. 

 Sin embargo, para promover un Estado de Derechos (o Estado Social de 

Derecho como constitucionalmente se consagra), donde la Constitución Política en su 

característica de ley de leyes garantice la igualdad de derechos y la efectiva prestación 

de los servicios públicos a cargo del estado y promueva el equilibrio de poderes, debe 

respaldar el fortalecimiento de la institucionalidad del estado y del pluralismo político 

representado en partidos políticos consistentes y una igualdad del goce de derechos y 

oportunidades, tanto fundamentales como políticos. La ley estatutaria 996 del 2005 

pretende regular la elección del presidente de la república, a fin de garantizar una 

participación democrática en igualdad de condiciones, además de la participación 

política de los servidores públicos y las garantías de la oposición.  

 Mediante esta ley se generaron una serie de inhabilidades e incompatibilidades 

en varios aspectos que serán tratados durante el ensayo, así mismo se regulan 

aspectos de control con el fin de proteger a los candidatos presidenciales en periodo de 

campaña. Las medidas que se plantean en esta ley, han generado un debate sobre la 

utilidad que genera, principalmente en el incremento en la suscripción de contratos en 

la modalidad de contratación directa meses antes de que empiece a regir la ley de 

garantías frente a los que se suscribieron en vigencias anteriores, así mismo genera 

controversia en las acciones del presidente de la república como jefe de estado y jefe 

de gobierno o las veces que actúe como candidato político y se manifiesta la pérdida 

de poder de las facultades presidenciales en el marco del Artículo 189 de la 

Constitución Política al restringirse la potestad de ordenador del gasto en materia de 
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contratación administrativa o convenios e inaugurar obras públicas que limitan el 

ejercicio de su mandato. A lo largo del ensayo se debatirá el fundamento y la utilidad de 

la ley de garantías en conjunto tanto para los candidatos a la presidencia como para el 

presidente o vicepresidente postulado a la reelección. 

 

Hechos Históricos que Originaron La Ley de Garantías Electorales 

 

Antes de estudiar más a fondo la ley 996 de 2005, se debe analizar los antecedentes 

históricos de los periodos electorales presidenciales en  las constituciones, donde se 

referencia: la constitución del año 1.821 estableció un periodo de cuatro (4) años para 

el presidente de la república sin posibilidad a ser reelegido de acuerdo al artículo 107, 

en la constitución del año 1.830 se amplió el periodo a 8 años y sin embargo no había 

la posibilidad de la figura reelectiva, la constitución política de la Nueva Granada 

(1.832), estableció una reelección pasado un periodo constitucional y este periodo de 

mandato se constituía por 4 años contados desde el día que se prestase en juramento, 

en la República de la Nueva Granada, la constitución de 1.843 señaló un periodo de 4 

años para ejercer la presidencia o la vicepresidencia y los 4 años subsiguientes tenía 

prohibido su reelección. Para las siguientes constituciones se suprimió de cualquier 

manera la reelección: 1.853 (C.P República de la Nueva Granada, Art. 32), 1.858 

(Constitución política de la Confederación Granadina, Art. 46), 1.863 (Constitución 

Política de los Estados Unidos de Colombia Art. 75), 1.886, permitía un periodo 

presidencial de seis años pero abolía totalmente la reelección presidencial y bajo esta 

constitución surgieron diferentes reformas constitucionales de las cuales avalaban la 

reelección mediante una previa renuncia de 18 meses y que para el año 1.945 

mediante acto legislativo no. 01 dispuso en el art. 127 la inhabilidad de la reelección 

inmediata del presidente de la república. Finalmente la constitución política de 

Colombia de 1.991 restringía de cualquier forma la reelección presidencial, lo cual fue 

modificado mediante acto legislativo No. 02 de 2004, en el cual aceptó dicha posibilidad 

e incluyó la ley 996 de 2005 con el fin de conservar la legitimidad de la democracia. 
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La Constitución Política de 1991 se modificó en el artículo 197:  

“Nadie podrá ser elegido para ocupar la Presidencia de la República por más 

de dos periodos”, (C.P Art. 197) 

Así mismo adicionó en el Art. 152; 

“Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República regulará las 

siguientes materias Literal F: La igualdad electoral entre los candidatos a la 

Presidencia de la República que reúnan los requisitos que determine la 

ley”, (C.P Art. 152) 

Se añadió el parágrafo transitorio:  

“El Gobierno Nacional o los miembros del Congreso presentarán, antes del 

1° de marzo de 2005, un Proyecto de Ley Estatutaria que desarrolle el literal 

f) del artículo 152 de la Constitución y regule además, entre otras, las 

siguientes materias: Garantías a la oposición, participación en política de 

servidores públicos, derecho al acceso equitativo a los medios de 

comunicación que hagan uso del espectro electromagnético, financiación 

preponderantemente estatal de las campañas presidenciales, derecho de 

réplica en condiciones de equidad cuando el Presidente de la República sea 

candidato y normas sobre inhabilidades para candidatos a la Presidencia de 

la República.  

El proyecto tendrá mensaje de urgencia y podrá ser objeto de mensaje de 

insistencia si fuere necesario. El Congreso de la República expedirá la Ley 

Estatutaria antes del 20 de junio de 2005. Se reducen a la mitad los términos 

para la revisión previa de exequibilidad del Proyecto de Ley Estatutaria, por 

parte de la Corte Constitucional.” C.P Art. 152.  

De acuerdo al literal F del artículo 152 de la C.P y al acto legislativo 02 de 2004, 

se emitió la ley 996 de 2005, cuyo objetivo es definir las condiciones que deben 
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propiciarse en diferentes materias desde las prerrogativas del poder estatal  el tiempo 

anterior a las elecciones en la ocasión que el Presidente de la República tenga la 

intención de volver a ser elegido, o las veces en que el Vicepresidente aspire a ser 

elegido y el presidente no, con el fin de ofrecer igualdad y derecho equitativo a los 

opositores, para lo cual la campaña presidencial promoverá la divulgación del plan 

político del candidato; estas condiciones se mantendrán durante un periodo de 

duración de cuatro (4) meses anteriores a la primera vuelta de las elecciones y 

contando el caso que se realice la segunda vuelta. 

 La inscripción de los candidatos a la Presidencia de la República, se debe 

realizar con cuatro meses de anterioridad al sufragio de la elección presidencial y 

podrán ser modificadas cinco días hábiles a la fecha de cierre de la inscripción, para el 

candidato que sea actual presidente o vicepresidente, deberá manifestar esta intención 

seis meses anteriores a la primera vuelta ante la Registraduría Nacional del Estado 

Civil. Este registro debe cumplir la inscripción en un partido o un movimiento político o 

de un movimiento social. 

 Para las campañas, el estado financiará las campañas presidenciales de los 

partidos y movimientos políticos y reúnan los requisitos de ley de acuerdo al Art. 11 de 

la ley 996 de 2005 

 En lo referente a los accesos a los medios de comunicación, cada campaña 

electoral, deberá asumir los costos incluyendo el jefe de estado o el vicepresidente que 

aspiren a la reelección y tampoco podrá hacer provecho en uso de sus facultades para 

realizar campaña electoral. 

 Entre las prohibiciones de la campaña presidencial, el jefe de estado que aspire 

a la presidencia o el vicepresidente durante los (4) meses anteriores a la primera vuelta 

o inclusive a la segunda vuelta, no podrá asistir a actos que se celebren en la 

inauguración de obras públicas, ni entregar sumas de dinero o donaciones a terceros 

que provengan del estado, adicionalmente no podrá referirse a demás candidatos o 

movimientos políticos como jefe de estado o de gobierno. La utilización de imágenes o 

símbolos de su campaña le queda prohibido utilizarlo en la publicidad del gobierno, 

además del usufructo de los bienes del estado para sus actividades de promoción.  
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 Durante los cuatro (4) meses anteriores a la elección presidencial y sumada la 

segunda vuelta, se suspenderá la vinculación a la nómina a excepción que se trate de 

provisión de cargos por faltas definitivas en ocasión de muerte o renuncia irrevocable 

del cargo. No se podrán celebrar convenios interadministrativos para ejecutar recursos 

públicos en toda la entidad territorial, a excepción de la necesidad en temas de defensa 

o emergencias educativas, sanitarias, infraestructura en el evento de atentado, 

desastre natural o casos de fuerza mayor, así mismo se prohíbe la celebración de 

contratos de prestación de servicios, de apoyo a la gestión, contratos de 

arrendamientos y adquisición de inmuebles en el marco del Decreto 734 de 2012 

derogado por el decreto nacional 1510 de 2013, sin embargo, se podrán realizar 

adiciones, modificaciones, cesiones y prorrogas a los contratos realizados antes del 

comienzo del periodo de garantías de la ley 996 de 2005, en cumplimiento de los 

principios de planeación, transparencia y responsabilidad. Se aclara que para este 

periodo no todas las modalidades de contratación quedan restringidas, están 

permitidos las modalidades de licitación pública, concurso de méritos, selección 

abreviada y mínima cuantía. 

 Los empleados del estado que se encuentren desempeñando sus funciones en 

la Rama Judicial, Órganos Electorales, de control y seguridad, se les prohíbe tomar 

parte de las actividades de los partidos u movimientos políticos, así mismo no se podrá 

acosar, presionar a los subalternos para la propaganda a favor o en contra de algún 

candidato o movimiento político, así mismo no se podrá ofrecer ningún beneficio a favor 

de influir en el voto.   

 Por otro lado, los altos funcionarios del estado (Ministros, Viceministros, 

Directores de Departamento Administrativo, Directores de Institutos Descentralizados, 

Gobernadores de Departamento, Alcaldes de Distrito y Municipales), durante los 

periodos de campaña presidencial tienen permitido realizar actividades como la 

preparación de propuestas técnicas de campaña presidencial sin incluir los funcionarios 

a su cargo, asistir a debates técnicos y foros de discusión que se expongan los asuntos 

de su función pública en el marco de las campañas presidenciales, divulgar los 

alcances de su gestión, sus planes de trabajo, proyectos, entre otros.  
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Sin embargo, como limitación para estos funcionarios, les queda prohibido en 

ejercicio abandonar sus responsabilidades en la administración, en razón de sus 

actividades políticas. 

La finalidad de esta ley electoral es respetar los principios de planeación, 

transparencia, igualdad y responsabilidad, con el fin de que prevalezca ante todo la 

democracia participativa.  

 

Análisis del Cumplimiento de los Objetivos de la Ley de Garantías Electorales 

 

La democracia es un sistema de gobierno donde el pueblo elige a sus representantes 

por medio de una votación en busca de la protección de los derechos y de la libertad. 

Su finalidad es defender los derechos humanos fundamentales, como la libertad de 

expresión, de religión, de protección, las oportunidades de participación económica, 

cultural y política de una sociedad e incluso implica una igualdad entre los diferentes 

poderes del Estado con las necesidades del pueblo. Con el pasar de los años este 

concepto ha tenido una transformación perjudicial, que en efecto ha arrojado resultados 

en la intervención de condiciones dominantes, ideológicas y estructurales de la 

sociedad, seguido de un fenómeno de competitividad entre los partidos políticos y de 

subversión de las pretensiones individuales, fenómenos de corrupción y como límite la 

manifestación de una dictadura.  

El principal obstáculo para una democracia eficaz es la corrupción, ya que se 

genera la desconfianza de las instituciones y del país. Adicional se evidencia una 

concentración del poder que ha reflejado a través del tiempo una persecución de los 

líderes comunitarios, sindicalistas e inclusive a los periodistas que buscan ser 

consecuentes con una protección de los derechos humanos para la sociedad. 

La democracia Colombiana garantiza por medio de la Constitución Política 

Colombiana de 1.991 el derecho a elegir y a ser elegido, sin embargo se tiene una 

serie de limitaciones para ser elegido fundamentadas la riqueza, ya que para llevar a 

cabo una campaña es necesario contar con los recursos económicos suficientes que 

garanticen una propaganda eficiente que habitualmente se realiza por medios de 
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comunicación que son excesivamente costosos, que conlleva a que el poder recaiga en 

los políticos millonarios que puedan mantener una clientela electoral y para ello 

incurren en unos compromisos burocráticos, laborales y contractuales que originan 

intereses  mutuos dejando a un lado los intereses del pueblo y de esta manera surge la 

corrupción y la mediocridad de un gobierno que representa un detrimento patrimonial y 

una mayor brecha de la concentración de la riqueza. 

La constitución Política de 1.991 ratificó el esquema organizativo electoral 

vigente desde el año 1.948 y se han modificado diversos aspectos que detallen más la 

ley, en su artículo 113 menciona que adicional a las tres ramas del poder público, 

existen otros órganos autónomos e independientes para el objetivo de las funciones del 

estado, donde comprende la organización electoral y que de acuerdo al Artículo 120 de 

la Constitución Política establece “La organización electoral está conformada por el 

Consejo Nacional Electoral, por la Registraduría Nacional del Estado Civil y por los 

demás organismos que establezca la ley. Tiene a su cargo la organización de las 

elecciones, su dirección y vigilancia, así como lo relativo a la identidad de las 

personas.”  (C.P Art. 120.) 

Durante décadas se ha considerado que la organización electoral en Colombia 

funcionaba de manera apropiada y garantizaba las transparencias en las elecciones, 

sin embargo, se empezó a ver afectada al evidenciar un control de los partidos 

tradicionales que dominaban los organismos electorales y manipulaban las elecciones 

o el resultado de las mismas. Como medida se le dio mayor autoridad al Consejo 

Nacional electoral al asignarle funciones de control en los actos de los partidos 

políticos, la financiación de las campañas electorales, actividades sobre los medios de 

comunicación, entre otros. 

 De esta manera, y de acuerdo a la necesidad de solventar un poco la corrupción 

electoral y siendo objetivos con la constitución política, se crea la ley 996 de 2.005 que 

busca proteger la igualdad de las condiciones en periodo de elección presidencial entre 

los candidatos que aspiren a ser elegidos presidentes de la República Colombiana, 

esta norma compromete todas las entidades públicas del estado, que incluye la rama 

ejecutiva, legislativa, judicial, los órganos de control, entidades autónomas e 
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independientes, funcionarios públicos y demás entidades y organismos estatales 

sometido a un régimen especial, lo que implica evaluar las ventajas y desventajas que 

se desarrolla por medio de esta ley en concordancia a su objetivo. Se plantean una 

serie de limitantes que reflejan la protección equitativa para los aspirantes a la 

presidencia de la República Colombiana.  

 En lo que respecta a la prohibición de la celebración de convenios 

interadministrativos o por la modalidad de contratación directa, la ley limita la 

administración y la planeación de los jefes de las regiones, municipios o entidades 

estatales en la evidencia una necesidad de llevar obras o proyectos productivos y así 

mismo se refleja una obligatoriedad en acelerar los procesos para la suscripción de 

contratos inhabilitados en periodo ley de garantías. Por otro lado, se permite la 

celebración de las modalidades de selección, las licitaciones públicas, concurso de 

méritos, selección abreviada y mínima cuantía, de acuerdo al título I de la ley 1510 de 

2013, sin embargo para poder realizar estos procesos de contratación es necesario 

contar con los recursos que para algunas entidades, los obtienen a través de los 

convenios interadministrativos, entre ellos los hospitales y municipios. 

 Realizando una observación en lo correspondiente a la restricción planteada al 

Presidente de la República una vez se postule a ser reelegido, en el materia de la 

inauguración de obras públicas, de los subsidios y donaciones al estado o cualquier 

otro recurso o bien estatal proveniente del erario público, por un periodo de cuatro 

meses antes de las elecciones, impide de una u otra forma su mandato en los actos 

gubernamentales corrientes en el mandato de un presidente. Por otro lado en la 

limitación que se refiere el inciso que describe imposibilitar al presidente de utilizar 

medios del estado o canales institucionales para su campaña política genera 

controversia al público en las acciones políticas como mandatario o como aspirante a la 

presidencia. 

De acuerdo al artículo 33 de la ley 996 de 2005, el 25 de enero de 2014 entró en 

vigencia la ley de garantías electorales que cubre a todo el estado Colombiano, donde 

queda prohibida la contratación directa durante un tiempo de cuatro (4) meses y hasta 

la realización de la Segunda vuelta, así mismo desde el nueve de noviembre de 2013, 
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las alcaldías gobernaciones y entidades descentralizadas están restringidas en la 

suscripción de convenios interadministrativos, de los cuales bajo esta modalidad se 

utilizan recursos para llevar a cabo proyectos de inversión que quedan paralizados por 

este periodo, o se acelera su proceso de suscripción para posibilitar su ejecución. 

La ley de garantías es una norma que surge para que las campañas 

presidenciales se desarrollen sin evidencia de proselitismo, sin injerencia de recursos 

públicos ni el apoyo de los gobernantes de las regiones, sin embargo no hay evidencia 

que se garantice transparencia total. De acuerdo al artículo de Amat, Y., (2013). Sandra 

Morelli propone derogar la norma. Lanza duras críticas al Fiscal General, El Tiempo., 

se plantea en la entrevista a la contralora general de la República,  Sandra Morelli, que 

la ley de garantías rompe con el periodo normal de la contratación, creando una 

celeridad que provoca un mayor riesgo en errores y degenera la contratación, en 

conclusión paraliza el estado y se vuelve menos eficiente. Adicionalmente menciona, 

que se debe tener un control con los recursos que no se ampara por medio de esta ley, 

los cuales se encuentra los que se giran por salud, educación, los que gira el ICBF, 

entre otros. Finalmente la Doctora Morelli sugiere en este artículo, que la ley 996 de 

2005 no es adecuada, que se debería establecer unos controles con los recursos de la 

administración y lo comprueba que bajo el anterior periodo de ley de garantías del año 

2010 no se disminuyeron los índices de corrupción. 

Uno de los artículos de alto impacto que se publicaron sobre la ley de garantías 

electorales, es el de Marín A., (2014).Ministerios los que más contrataron, El 

Espectador.; manifiesta que el gabinete del Presidente Santos celebró contratos 

Directos por $1.2 billones en el periodo que comprende del primero al veinticuatro de 

enero del año 2014, veinte veces más de mismo periodo correspondiente al 2013, 

además alude que los dos últimos días antes del 25 de enero, donde se le da inicio de 

la ley de garantías se registraron cerca de 21.900 contratos de una totalidad 

aproximada de 80.000, es decir un 27,38% de la totalidad, por otro lado analiza la 

contratación de las entidades oficiales del país y se evidencia que los Ministerios fueron 

los que más comprometieron recursos en las contrataciones, destacando los 

Ministerios de Agricultura para incentivos al agro, créditos de agro, ingreso seguro, 
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Ministerio de Minas y Energía para el manejo de proyectos eléctricos, en tercer lugar se 

encuentra el Ministerio de Vivienda que suscribió cerca de Ciento treinta y dos mil 

millones, principalmente para financiar los subsidios de vivienda de interés social y el 

cuarto, el Ministerio de Educación que celebró contratos para el programa de 

alimentación escolar y con el ICBF (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar). 

Actualmente, se desarrollan una serie de investigaciones por parte de la Procuraduría y 

la contraloría gracias a las denuncias recibidas por las cantidades exorbitantes de la 

contratación que se efectuó antes de entrar en vigencia la ley de garantías y así 

establecer si los contratos cumplieron con los requisitos de la ley o si hubo 

desbordamiento de dineros públicos. 

En los siguientes cuadros se evidencia la contratación directa a nivel Nacional en 

que se realizó durante el periodo comprendido del primero de enero al veinticuatro de 

2014 y del año 2013 y donde se refleja una variación del 255% de los recursos en la 

contratación celebrada por contratación directa en el mismo intervalo temporal y donde 

se suscribieron 104.622 contratos más en el 2014 frente al 2013. En este sentido se 

puede avalar las afirmaciones de la Contralora General de la república, respecto a que 

se genera un perjuicio administrativo en el tiempo de planeación de los procesos 

contractuales y crea un mayor riesgo en la incidencia de errores. Por otro lado, la 

mayor contratación no significa que se esté cometiendo actos de proselitismo, por 

contrario denota una gestión comprometida y eficiente de los representantes de las 

instituciones públicas al tener que generar un mayor esfuerzo para cumplir a cabalidad 

con sus metas y objetivos.  

Estado 
Contratación Directa 2014 

Número Cuantía 

Celebrado 140.732   8.220.937.408.374  

Liquidado 5.919      864.335.537.708  

Terminado sin Liquidar 649        26.710.098.808  

Descartado - - 

Terminado Anormalmente después 
de Convocado 

- - 

TOTALES 147.300 9.111.983.044.890  

   Fuente: Portal único de Contratación – Secop, 01 a 24 de Enero de 2014  
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Estado 
Contratación Directa 2013 

 Número   Cuantía  

Celebrado 36.110 3.225.180.967.181 

Liquidado 4.043 279.923.253.267 

Terminado sin Liquidar 111 2.940.027.076 

Descartado              -    - 

Terminado Anormalmente 
después de Convocado 

             -    - 

Lista Multiusos              -    - 

TOTALES 40.264  3.508.044.247.524  
 

Fuente: Portal único de Contratación – Secop, 01 a 24 de Enero de 2013  

 

 Las excepciones que estima la ley de garantías contienen entre ellas las 

emergencias educativas, sanitarias y desastres. Esta ley no es objetiva en qué casos 

se convierte en una emergencia, por lo que se podría estar incurriendo en una violación 

para tomar ventaja en este sentido y en esta particularidad se debería tener una mayor 

observación para este tipo de contratación por emergencia y adicional para en las 

modificaciones de los contratos de prestación de servicios como las cesiones, 

terminaciones, adiciones y prorrogas. 

En conclusión se puede deducir que la ley 996 de 2005 es una ley eficiente pero 

no eficaz, ya que no crea los mecanismos suficientes para vigilar la gestión de las 

entidades públicas, si no que por el contrario le quita capacidad de gestión a los 

gobernantes, alcaldes e inclusive al presidente de la República. Adicionalmente se 

deben renovar las funciones de los organismos de control para que se unifiquen 

criterios, no se genere duplicidad en las funciones, se refleje verdaderamente un 

órgano competente y con autoridad, para que de esta manera se cumpla con la meta 

de una competencia transparente y equitativa en los periodos de elecciones 

presidenciales. 

La verdadera democracia no está en ir a votar en unas elecciones, si no estar 

atentos al mal uso del poder, acompañado de una separación de las ramas del poder 

político, que corrompen la finalidad de la orientación ideológica y estratégica. 
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Adicionalmente la ley plantea como objetivo la igualdad electoral entre los candidatos 

de la Presidencia de la República, que no se resuelve mediante unas prohibiciones 

temporales, sino a través de un órgano de control que supervise de manera fiable las 

actuaciones de los diferentes entes territoriales en busca de erradicar el proselitismo. 

 

Conclusión 

 

Una de los múltiples orígenes del conflicto en Colombia tienen sus raíces en la 

corrupción dentro de los diferentes estamentos sociales, institucionales y 

principalmente políticos, entre otras causas debido a la debilidad de los sistemas 

electorales, de participación y representatividad ciudadana, que no ha ostentado un 

control real y efectivo sobre fenómenos como el clientelismo, el fraude sobre las 

instituciones democráticas y el desequilibrio real de las ramas del poder público; 

adicionalmente se evidencia un deterioro a causa del mal manejo de los dineros 

públicos y los procedimientos que se implementan desde la prerrogativas estatales en 

la contratación administrativa. Por medio de la ley de garantías electorales 996 de 

2.005, se buscó promover la competencia en un aparente equilibrio de oportunidades 

de los candidatos a la presidencia una vez el presidente de la República actual se 

postule a la reelección originando, a través de restricciones en materia de contratación, 

nominación estatal a través de situaciones administrativas, funcionamiento de las 

entidades públicas, financiación y publicidad de campañas, con el fin de reestablecer la 

equidad, promover la transparencia y adicionalmente configurándose como instrumento 

para que la imagen del presidente se evidencie como candidato a la Presidencia de la 

República. Sin embargo, se observa que la ley se cumple en la medida que logra el 

objetivo de crear las condiciones suficientes para una igualdad entre los aspirantes a la 

presidencia, sin embargo no tiene un sustento verídico que certifique que se crea las 

condiciones necesarias para la equidad electoral, comprobando que esta ley acelera 

los procesos contractuales en los cuales se limita del normal funcionamiento y 

planeación de una entidad pública, se desconoce los principios que orientan la 

actuación administrativa y la contratación estatal y en muchas oportunidades se 
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pretermiten procedimientos administrativos disfrazándolos de una aparente legalidad. 

En este sentido, la ley es eficiente pues genera mecanismos de control que protegen a 

los candidatos en desequilibrio que se enfrentan al jefe de estado que pretende la 

reelección, sin embargo no es lo suficientemente clara en algunos aspectos como las 

excepciones a la regla en materia de contratación, el control de la transparencia del 

cumplimiento de esta garantía electoral y en la planeación de y ejecución de lasa 

políticas que se enmarcan en muchas oportunidades en los planes de desarrollo en el 

marco de la ley 152 de 1994. 

Para que se cree un mecanismo eficiente y eficaz en términos de transparencia 

y democracia para el periodo de elecciones, erradicando el clientelismo, es necesario 

instaurar un órgano de control efectivo estableciendo o implantando funciones que 

disciplinen con veracidad el sistema electoral y la regulación de los recursos públicos, 

con el fin de que no haya la necesidad de paralizar ciertas modalidades de contratación 

en el evento que el presidente vigente pretenda su reelección o en el caso contrario 

que el presidente actual de la República no aspire a ser candidato presidencial, lo 

pretenda el vicepresidente de la República existente y se genere un fortalecimiento de 

la democracia. 
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